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Resumen: el pasado marca y condiciona las maneras de hacer 
y decidir, con avances y retrocesos, e incide en los pasos que 
se adoptan. El nuevo texto de 2019 muestra un salto significa-
tivo al incorporar nuevos derechos y garantías judiciales para 
su protección, como para la preservación de la supremacía de 
la Constitución, diferente a lo previsto en 1976 y concretado a 
partir de la visión restrictiva del texto superior. Las nuevas re-
gulaciones jurídicas y políticas requieren una rápida modifica-
ción de la práctica desarrollada conforme a las antiguas reglas 
y concepciones; es necesario garantizar que todos los derechos 
y la defensa de la Constitución sean justiciables. Para ello, valo-
raciones y propuestas se realizan con el fin de propiciar la ins-
trumentación de lo que acordamos, queremos y necesitamos.
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Abstract: the past marks and conditions the manners of doing 
and deciding, with advances and setbacks, and impacts on the 
steps that are taken. The new text of 2019 shows a significant 
leap by incorporating new rights and judicial guarantees for 
their protection, as for the preservation of the supremacy of 
the Constitution, different from what was foreseen in 1976, and 
concretized from the restrictive vision of the superior text. The 
new legal and political regulations require a rapid modification 
of the practice developed under the old rules and conceptions; 
it is necessary to ensure that all rights and the defense of the 
Constitution will be justiciable. To this end, assessments and 
proposals are made in order to promote the implementation of 
what we agree, want and need.
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Sumario: I. Pasos constitucionales pre-1959. II. 1959-2018: 
cambios en las regulaciones de derechos y garantías y limita-
ciones respecto a la intervención judicial. III. 2019, justiciabi-
lidad de todos los derechos y pasos para el inicio de un control 
judicial concreto de disposiciones normativas. IV. Conclusio-
nes. Referencias.

I. Pasos constitucionales pre-1959

En Cuba, a partir de los inicios del pasado siglo, con el nacimien-
to de la República, la Constitución de 1901, en vigor a partir de 
1902, estableció no solo la regulación de derechos, sino que pre-
vió el control judicial de constitucionalidad1 en defensa de los 
derechos. 

1	 Constitución de la República de Cuba, de 21 de febrero de 1901, Orden 
Militar (del Gobierno interventor norteamericano) No.181 de 20 de mayo 
de 1902. Sobre el control de constitucionalidad de las leyes, ver art. 83.4) 
Corresponde […] al Tribunal Supremo, decidir sobre la constitucionalidad 
de las leyes, decretos y reglamentos, cuando fuere objeto de controversia 
entre partes.
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También se previó la garantía de nulidad de las leyes que 
regulaban los derechos constitucionales si los disminuían, res-
tringían o adulteraban la previsión original.2 Lo antes consigna-
do fue un buen comienzo para la defensa de los derechos civiles 
personales, con énfasis frente al poder punitivo del Estado, así 
como la libertad religiosa, los derechos patrimoniales, los políti-
cos; y uno social especial, no previsto como derecho sino como 
obligación en el nivel primario en tanto función pública, la en-
señanza. 

Es de destacar que ese control judicial se previó para caso 
concreto, cuando fuere objeto de controversia entre las partes, 
asignado al Pleno del Tribunal Supremo,3 vía casación; fueron 
acciones que sentaron jurisprudencia y que más tarde genera-
rían un claro rechazo a las leyes vulneradoras de derechos, lle-
gando incluso a la pérdida de la obligatoriedad de tales disposi-
ciones.4

Otro cambio fue resultado de la Ley constitucional de 1934;5 
supuso un importante giro al establecer la acción pública en ma-
teria de inconstitucionalidad, tanto por el reclamo de una perso-
na como de carácter colectivo (25 personas), además de preser-
var la protección de los derechos. 

El momento cumbre nació con la Constitución de 19406 al 
incorporar dentro de los derechos individuales importantes 
principios y reglas procesales para su defensa, se produjo una 
ampliación de los derechos sociales, con reglas garantistas y la 
justiciabilidad como base para ello. Igualmente, se estableció de 

2	 Ibidem, art. 37.
3	 Véase además, Ley de 31 de marzo de 1903, Ley Orgánica del Recurso de 

inconstitucionalidad, art. 15, y más tarde en la Ley Orgánica del Poder Ju-
dicial de 1909, art. 24.

4	 Ley de 17 de marzo de 1922, art.4, estableció el mandato de modificación 
o derogación de la normativa vulneradora, si se producía una reiteración 
de declaración de inconstitucionalidad en Sentencia; si la entidad no hacía 
los ajustes necesarios, luego de cierto plazo, la disposición perdía obligato-
riedad.

5	 Ley constitucional de 3 de febrero de 1934, arts. 38 y 78 quinta.
6	 Constitución de la República de Cuba de 1940, art. 182.
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manera expresa aquellos derechos y garantías constitucionales 
que podrían sólo limitarse mediante ley, y sólo temporalmente 
por situaciones excepcionales.7

Un sistema garante plural se instrumentó con la adopción de 
la Ley orgánica del Tribunal de Garantías Constitucionales y So-
ciales y la creación formalmente de una sala especial del Tribunal 
Supremo de Justicia con esa denominación.8 Este nuevo órgano 
concentraba el control de constitucionalidad de las disposicio-
nes generales, a partir de los recursos de inconstitucionalidad, 
no limitado a los derechos, sino también para asegurar el libre 
funcionamiento de los órganos del Estado; conocería de las con-
sultas de los jueces sobre constitucionalidad, de los recursos de 
habeas corpus en apelación, de apelaciones y casaciones en ma-
teria laboral, los recursos contra abusos de poder y la validez del 
procedimiento y la reforma de la constitución.9 

Por tanto, con ese diseño se aseguraba la supremacía del tex-
to, cuidaba de la actuación del poder y la dinámica político-social, 
a la vez que era un medio de defensa de los derechos en ella con-
sagrados. Además de los recursos de inconstitucionalidad, velaba 
por la coherencia interna del orden jurídico nacional, al consig-
nar que era Inaplicable la disposición que se declarara inconsti-
tucional, so pena de sanción, obligando a la derogación inmediata 
de la disposición a partir de la publicación de la sentencia.10

Del dicho al hecho puede haber un trecho, pero se logró la 
concreción de un sistema de garantías plural, de los derechos y 
de la Constitución, y se configuró el modelo de justicia constitu-
cional que marcaría un hito en los diseños adoptados con poste-
rioridad en América Latina. 

Esta actividad significativa de la justicia constitucional fue 
impactada negativamente como consecuencia de la validación 

7	 Ibidem, art. 41.
8	 Ley Orgánica del Tribunal de Garantías Constitucionales y Sociales, núm. 

7, de 31 de mayo de 1949. Ver arts. 1, 2 y 7.
9	 Ibidem, arts. 13, 16 y 66.
10	 Constitución de la República de Cuba de 1940, art. 172; y Ley Orgánica del 

Tribunal de Garantías Constitucionales y Sociales, art. 73.
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que efectuó el Tribunal de Garantías ante el cuestionamiento de 
la Ley Constitucional que imponía el gobierno golpista de 1952, 
derogando el texto de 1940 la cual había sido aprobada por un 
constituyente democrático.11 Aunque la nueva Ley preservó el 
Tribunal de Garantías constitucionales y sociales, no respondió 
igual y el golpetazo jurídico provocó que generaciones de cuba-
nos con posterioridad desconfiaran del órgano y el tipo de con-
trol que desarrollaba.

II. 1959-2018: cambios en las regulaciones 
 de derechos y garantías y limitaciones 

 respecto a la intervención judicial

En enero 1959, como resultado del cambio político producido 
por el proceso revolucionario se disolvió el Congreso de la Re-
pública y se estableció que tales funciones serían asumidas por el 
Consejo de Ministros;12 se restituyó la Constitución de 1940 con 
las modificaciones en el aparato de poder, y un mes más tarde, 
entró en vigor la Ley Fundamental13 que se asentó en la prece-
dente y preservó la concentración de la toma de decisiones en el 
Gobierno. 

Además, mantuvo la Sala de justicia constitucional, bajo la 
denominación de Tribunal de Garantías constitucionales y so-
ciales.14 Durante la década del 60 del pasado siglo desarrolló un 
importantísimo rol en la adecuación de las viejas reglas a las nue-
vas condiciones del país, integró el Derecho y validó las nuevas 
disposiciones, en defensa del cambio social y de los derechos:

11	 El Tribunal de Garantías Constitucionales y Sociales, mediante la sentencia 
núm. 127 de 17 de agosto de 1953, declaró sin lugar el recurso de inconsti-
tucionalidad presentado por el Dr. Cosme de la Torriente y 38 ciudadanos 
más en acción pública, con la adherencia de otros profesionales, en defensa 
de la Constitución de 1940 y contra la Ley Constitucional de 4 de abril de 
1952, nacida para tratar de legitimar el cuartelazo del 10 de marzo de 1952.

12	 Proclama del presidente de la República de 5 de enero de 1959, resuelvo 
segundo. 

13	 Ley Fundamental de 7 de febrero de 1959, art. 119. El Poder Legislativo se 
ejerce por el Consejo de Ministros.

14	 Ibidem, arts. 150, párrs. 2 y 160.
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La legitimidad de una institución que surge como producto de la revo-
lución no puede buscarse en la legalidad anterior que no la sustenta, 
[…], [pues] […] cuando surge un nuevo Derecho que va a inaugurar 
una institución, el fundamento de su legitimidad no dimana del orden 
jurídico anterior puesto que no la sustentan; el nuevo instituto, que es 
nuevo formalmente, tiene una base de validez diferente de la que sirve 
de cimiento a los ya existentes, puede ser muy diverso de los prece-
dentes en cuanto a su contenido, o conservar muchas de las normas…..
[pero] la razón de validez y vigencia formal de sus normas constitu-
tivas no hay que ir a buscarla en el sistema anterior, sino que valen y 
rigen porque el Poder revolucionario las ha aceptado como propias, 
[…], se ha considerado como producción originaria del Derecho.15

No obstante, tales logros e importante rol de la Sala de Garan-
tías constitucionales y Sociales, a inicio de los años 70, en corres-
pondencia con lo que se estaba viviendo, y las nuevas leyes, se pro-
dujo un fuerte cambio. Disminuyó su papel en la adecuación de 
viejas disposiciones, así como su importante rol como instrumento 
generador de jurisprudencia y de control de constitucionalidad, lo 
que se concretó en el año 1973, a través de la nueva Ley de Orga-
nización del Sistema Judicial.16 Fue suprimida la Sala especial y con 
ella la justiciabilidad de todos los derechos constitucionales a través 
de los procederes específicos y de la defensa de la Constitución.17 

Entre los sustentos de la modificación antes referida puede 
añadirse el rechazo a la tripartición de poderes, el fortalecimien-
to de la centralización y concentración del proceso de toma de 
decisiones en el aparato de Gobierno para efectuar con prontitud 
los cambios y transformaciones en el país, a partir del cual em-
pezó a imponerse el criterio acerca de la Constitución solo como 
programa político.18 

15	 Sentencia de la Sala de Garantías constitucionales y sociales, TS, núm. 7 de 
3 de junio de 1969, en Bol. TS, iv núm. 3, mayo-jun 1969, pp. 186-187.

16	 Ley 1250 de 23 de junio de 1973.
17	 Ibidem, arts. 19, 32 y Disposiciones Complementarias; no consigna entre 

las Salas que integran el Tribunal Supremo la de Garantías Constituciona-
les y Sociales; tampoco asigna esta función al Consejo de Gobierno del alto 
Tribunal.

18	 Como ejemplo del cambio doctrinal y normativo, téngase, entre otras, la 
Sentencia de la Sala de Garantías constitucionales y sociales, TS núm. 5 de 
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Con posterioridad se tuvieron en cuenta otros modelos de 
aseguramiento del orden constitucional, los que marcaron —lue-
go de 17 años de provisionalidad— los contenidos y función de la 
Constitución de 1976, y su vida durante 43 años. Lo antes consig-
nado, fue un cambio rotundo. 

Cierto que toda constitución responde a las circunstancias 
que son el caldo de su origen, y ello se concretó además en el 
no empleo del principio de constitucionalidad, sino el de legali-
dad como englobador,19 y la intervención de la Asamblea Nacio-
nal del Poder Popular como órgano superior representativo del 
Estado que tenía el mandato del control político.20 Lo político y 
social siempre es necesario, pero también lo jurídico-normativo 
de manera integrada: ¿era/es viable que el órgano representati-
vo superior analice críticamente las disposiciones que él mismo 
elabora o ya las había aprobado; o que cuestione las dictadas por 
el Consejo de Estado, que formalmente se le subordinaba a la 
Asamblea, la representaba, además de estar presidido por el líder 
político del proceso? 

Respecto a un texto superior de reglas abiertas, concentrado 
en organización estatal, garantías materiales de los derechos y con 
la tradición de no aplicación directa por los Tribunales de Justi-
cia, ni cuestionamiento judicial de las antinomias o restricciones, 
no se produjo la declaración formal y pública por la Asamblea 
de la inconstitucionalidad de disposiciones estatales. También se 
previó la posibilidad de que los órganos superiores pudieran sus-
pender, revocar o derogar las disposiciones de los inferiores que 
no se ajustaran a la Constitución, como expresión del control po-
lítico posterior,21 y tampoco se tienen declaraciones al respecto. 

8 de junio de 1966, Boletín de junio de 1966, pp. 8-9, en la que se consigna 
que la ausencia de la norma de desarrollo del precepto constitucional impi-
de la entrada en vigor del mismo. 

19	 Si bien la Constitución de la República de Cuba, de 24 de febrero de 1976, 
en su art. 9 establece que el magno texto y las leyes son expresión jurídica 
de las relaciones de producción, intereses y voluntad del pueblo; el princi-
pio que consigna es el de legalidad, el que se reitera en la regulación de los 
órganos estatales (Ver arts. 105.k), 123.a) y 130.1).

20	 Constitución de la República de Cuba, de 24 de febrero de 1976, art. 73.d).
21	 Ibidem, arts. 88. ñ) y o), 91 y 94.
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Por consiguiente, aunque se consignaba el respeto a la Cons-
titución, la ley era la disposición guía y rectora de la actividad 
cotidiana de los órganos del Estado, categoría usada como expre-
sión general respecto a todas las disposiciones normativas, con-
centrándose los Tribunales en todos los procesos y reclamacio-
nes en la aplicación de las regulaciones, no siempre contrastando 
la jerarquía o rango entre ellas. 

En consecuencia, en materia de los derechos, aunque cons-
titucionalmente se ampliaron los derechos socioculturales y se 
establecieron las garantías de tipo material, provenientes de las 
políticas públicas, bienes y medios del Estado, no se previó ex-
presamente en la Constitución el acceso a la justicia, sino el dere-
cho a la queja y petición como instrumento garante básicamente 
frente a la administración pública o los órganos representativos 
a todos los niveles22. Y si bien las leyes procesales civil-adminis-
trativo, laboral y penal si enumeraron las reglas aseguradoras —y 
más tarde las vinculadas a lo económico y ambiental—, los orga-
nismos de la Administración pública dictaron normativas esta-
bleciendo los procedimientos internos de reclamación, y a través 
de varias de ellas se impidió el acceso ulterior a la justicia para el 
cuestionamiento de los conflictos resultantes de tales procederes 
o de las decisiones a través de ellos adoptadas, lo cual se mantuvo 
durante años. Si la Constitución no prohibía, no había por qué ha-
cerlo; pero como tampoco lo estipuló expresamente, no imperó.

Lo antes señalado evidencia una postura iuspositivista y lega-
lista. En consecuencia, disminuyó la intervención del ente judi-
cial en la protección integral de los derechos y no participó en el 
aseguramiento de la prevalencia de la Constitución, característi-
cas que marcaron los últimos cuarenta y cinco años, es decir, el 
período de vigencia del texto de 1976.

22	 Ibidem, art. 62. Asimismo, el Reglamento de la Asamblea Nacional de 1977, 
en art. 21, previó la creación de una Comisión para atender las quejas y 
sugerencias de la población.

| 180 

Martha Prieto Valdés



III. 2019, justiciabilidad de todos los  
derechos e inicio de control judicial  

concreto de constitucionalidad

Con la Constitución de 2019 se introdujeron profundos cambios 
en los valores y principios rectores del Estado y de los derechos 
humanos,23 así como la inclusión de una amplia gama de dere-
chos y de garantías. Desde la perspectiva técnico-jurídica y de 
aplicabilidad, la Constitución ya es formalmente asumida como 
normativa suprema,24 sin desconocer su esencia sociopolítica. En 
correspondencia con lo anterior, es importante destacar lo nuevo 
y los cambios que son necesarios para asegurar eficacia y segu-
ridad desde la salvaguarda de los derechos y de la Constitución. 

En cuanto a los derechos, ya hoy todos son justiciables, los 
civiles, políticos y los socioeconómicos y culturales. 

Al inicio del capítulo de las garantías, se marca un cambio 
respecto a lo antes estipulado en las regulaciones ordinarias y 
en la práctica administrativa, al preverse el acceso a la justicia25 
para las personas, todas, sin diferenciar condición de trabajador, 
empleado, funcionario, o las diversas esferas y entidades de tra-
bajo estatales o no, actividades o acciones; sino que con tal for-
mulación debe ser en todo caso, momento y frente a todos. Vale 
destacar que el acceso a la justicia no se previó como principio o 
derecho y, aunque no se declaró en la Constitución directamente 
como garantía, sí como un medio esencial para que las perso-
nas puedan lograr la tutela efectiva de los derechos e intereses 

23	 Se consigna que la República está fundada en la dignidad, el humanismo 
y la ética para el disfrute de la libertad, equidad, igualdad, solidaridad, 
bienestar y prosperidad individual y colectiva; y que el Estado garantiza 
de manera irrenunciable, imprescriptible, indivisible, universal e interde-
pendiente el ejercicio de los derechos humanos. Ver Constitución de la 
República de Cuba, 2019, arts. 1 y 42. (En lo adelante, la referencia a la 
Constitución vigente será Constitución de 2019)

24	 Ibidem, art. 7. La Constitución es la norma jurídica suprema�; y art.8�La 
Constitución de la República prima sobre los tratados internacionales.

25	 Ibidem, art. 92. El Estado garantiza, […], que las personas puedan acceder a 
los órganos judiciales a fin de obtener una tutela efectiva de sus derechos e 
intereses legítimos�
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y como responsabilidad del Estado de augurarlo; la Ley de los 
Tribunales de Justicia si lo reconoce como garantía esencial en el 
ejercicio de la función judicial.26

En consecuencia, no puede limitarse el acceso a la Justicia 
por normativas preconstitucionales que pervivan, ni poscons-
titucionales que no hayan sido objeto de control efectivo; y su 
impedimento regulatorio ha de ser derogado o desconocido por 
el sistema de tribunales, conforme a los principios pro homine y 
que la ley superior invalida a la inferior, en defensa también de la 
supremacía constitucional.

Así, se perfeccionó el proceso administrativo, ahora amplia-
mente garantista al permitir que se puedan establecer reclamos 
cuyas pretensiones puedan estar en relación con disposiciones 
reglamentarias, además de los actos administrativos, actuaciones 
materiales y omisiones de la Administración pública y de otras 
entidades y personas en el ejercicio de la función administrati-
va. Entre esos entes se consignan de manera expresa el Consejo 
de Ministros y su Comité Ejecutivo, los Organismos de la Admi-
nistración Central del Estado, los Gobernadores provinciales, los 
Consejos de la Administración municipal, la Contraloría General 
de la República, la Fiscalía General de la República, así como las 
organizaciones y entidades asociativas con fines públicos.27 

Asimismo, otro avance significativo en este ámbito adminis-
trativo y más aún si se tiene en cuenta los entes contra los que 
puede presentarse reclamación, es que el reclamo de carácter in-
dividual podrá tener la adhesión de terceros interesados, o tam-
bién ser —desde un inicio— de carácter colectivo.28 Por lo tanto, 
salvo las excepciones previstas en la ley, la concepción de este 
proceso aporta amplias garantías a los derechos.

Otra regulación a destacar, asentada también en la garantía 
de la justiciabilidad de todos los derechos, es el derecho de la 
persona a reclamar y a obtener la reparación o indemnización 
por daños y perjuicios provocados por órganos del Estado, sus 

26	 Ley “De los Tribunales de Justicia”, nro. 140/2021, art. 15 a).
27	 Ley “Del Proceso administrativo”, núm. 142/2021, arts. 1 y 6.
28	 Ibidem, art. 31.
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directivos, funcionarios o empleados, así como por particulares o 
por entes no estatales.29 Se previó para los derechos constitucio-
nales, aunque limitado a la acción u omisión indebida de las fun-
ciones que les correspondan a los supuestos vulneradores; pudo 
entenderse que el vocablo acción podría ser expresión de actos y 
disposiciones normativas o decisiones judiciales, pero tal idea no 
prosperó, sino que la visión fue mucho más concreta.

Asimismo, al leer inicialmente el artículo 99 constitucional, 
antes referido, durante el proceso de debate popular del texto 
supremo, nació una ilusión de una posible jurisdicción especial 
para la defensa de los derechos que dada su importancia social se 
habían constitucionalizado, y así todos podrían defenderse en un 
proceder preferente, expedito y concentrado. No ha sido para to-
dos, sino que como consecuencia de la redacción final del artícu-
lo se estableció que tal vía era para “aquellos derechos estableci-
dos por ley”, con lo que el constituyente dejó clara la delegación 
al legislativo para que concretara los derechos que podrían recla-
marse en ese proceso, decidiéndose que era para aquellos dere-
chos que no tuvieran vía judicial para su defensa.30 La concreción 
legislativa lo que previó fue un proceder de carácter sustitutivo 
y para aquellos derechos constitucionalizados que no tenían una 
vía judicial para su defensa, como es el caso de la libertad religio-
sa, los derechos políticos y de participación.

Sí se logró, muy positivo, y vía legislativa, incorporar la tras-
cendencia jurídico-social como condicionante para que derechos 
que tienen procederes judiciales —civiles, familiares, laborales, 
ambientales—, tengan la posibilidad del empleo de éste cuando la 
lesión recibida requiera inmediatez de solución o el impacto que 
las conductas nocivas puedan generar en esos y otros derechos. 
En este caso, la trascendencia, a diferencia de otros ordenamien-

29	 Constitución de 2019, art. 99.
30	 Ley “Del Proceso de Amparo de los Derechos Constitucionales”, núm. 

153/2022, art. 5. 2. Corresponde a los tribunales de este orden jurisdic-
cional conocer las demandas que se establezcan por la vulneración de los 
derechos consagrados en la Constitución que no tengan una vía de defensa 
propia en procesos judiciales de otra materia, salvo cuando, por la trascen-
dencia jurídica social de la vulneración alegada, se requiera de una actua-
ción urgente y preferente.
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tos, no es para restringir el conocimiento de la reclamación por 
el ente judicial, sino para asegurarlo con la urgencia requerida. Y 
ese es otro paso importante en los cambios garantistas.

Por consiguiente, aunque se denomine garantía constitucio-
nal y sea un proceder especial, no existe jurisdicción constitu-
cional, sino de carácter ordinario y sólo para derechos, pues per-
manece del texto anterior el control de constitucionalidad previo 
y posterior de tipo político, a cargo de la Asamblea Nacional del 
Poder Popular,31 en tanto órgano supremo representativo de la 
voluntad popular. 

Igual se preserva la facultad de los órganos superiores del Es-
tado de revocar, derogar, suspender, o dar cuenta, de aquellas 
normativas inferiores que desconozcan o afecten la Constitución 
u otras disposiciones superiores;32 pero no se implica directa-
mente el sistema de tribunales con esas competencias. 

No obstante la larga vida formal de tales regulaciones relati-
vas al control político de constitucionalidad, ante las regulacio-
nes que perviven del período constitucional previo y otras pos 
2019 que no siempre se han ajustado a los limites previstos en 
el texto mayor, se insiste en que es necesario que los órganos 
inferiores no se limiten a la aplicación de las normativas, sino 
que cuando lo hagan, siempre contrasten tales disposiciones con 
la superior, o efectuar una valoración integradora y coherente 
con los principios y valores rectores, en especial cuando afectan 
directamente derechos y garantías. He aquí una muestra de la 
prioridad de la intervención del aparato judicial, en el control de 
constitucionalidad y de legalidad, aunque los efectos sean sólo 
concretos. 

Para dar seguridad a la propuesta anterior relativa a los con-
troles jurídico-normativos preventivos y cotidianos por todos los 

31	 Constitución de 2019, arts. 108.e). 
32	 Ibidem, art. 122.a), h), i), j), respecto a las competencias del Consejo de 

Estado; en cuanto al Presidente de República, art.128.a), n), se prevé igual-
mente velar por el cumplimiento de la Constitución, pero sólo le compete 
proponer la suspensión o derogación de la disposición. Respecto al Conse-
jo de Ministros, art. 137 p), q), r), s), se amplían las competencias respecto 
a las disposiciones de los órganos de la Administración central y locales.
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órganos estatales en su actuación, se ha de asumir la diferencia-
ción entre constitucionalidad y legalidad; y que los órganos del 
Estado, todos, también informen a la Asamblea Nacional las dis-
posiciones que han detectado con carácter restrictivo para que 
esta derogue, modifique u ordene su adecuación. Vale tener de 
ejemplo lo previsto para el Consejo de Gobierno del Tribunal 
Supremo de Justicia33 y la Fiscalía General de la República,34 los 
que pueden promover la revocación o la declaración de inconsti-
tucionalidad de tales disposiciones limitativas o desconocedoras 
de las reglas superiores.

Además, en pos del aseguramiento de la función judicial ga-
rante, tanto en la protección de los derechos como de los con-
tenidos del texto mayor, es la instrumentación del principio de 
supremacía constitucional.35 La Ley de los Tribunales consigna 
que la Constitución se aplica directamente por los tribunales, los 
que se abstienen de observar las disposiciones que se le opongan; 
por tanto, sólo inaplican para el caso y no sientan base para de-
rogación o suspensión ulterior, sólo es fundamento para el plan-
teamiento ante la Asamblea Nacional antes referido. Pudiera ser 
este un camino para el nacimiento del control concreto de cons-
titucionalidad en sede judicial, pero no se ha declarado así en la 
ley; o sería posible si se tuviera la jurisprudencia como fuente 
formal del Derecho con valor imperativo e integrador.

En defensa de la Constitución, ha previsto mediante la Ley de 
la Asamblea Nacional36 el derecho de la población, como expre-
sión de la participación popular directa, a estimular el control po-
lítico. No se consignó como derecho constitucional cuando debió 
serlo, ni tampoco como acción pública, aunque deben implicarse 
quinientas (500) personas; cantidad esta que supera la regula-
ción del antiguo Reglamento de la Asamblea Nacional que sólo 

33	 Ley “De los Tribunales de Justicia”, art. 29.1.b)
34	 Ley “De la Fiscalía General de la República”, nro.160/2022, arts. 10. b) y 

12. r) y s)
35	 Constitución de 2019, arts. 7 y 8; y Ley de los Tribunales de Justicia, art. 

13. 1. a).
36	 Ley “De Organización y Funcionamiento de la Asamblea Nacional del 

Poder Popular y del Consejo de Estado de la República de Cuba”, núm. 
131/2019, art. 156. 1.h) quinientos ciudadanos cubanos.
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exigía 25.37 Entenderlo como una extensión del derecho a la ini-
ciativa legislativa y de reforma constitucional,38 sería un derecho 
constitucional; pero solo ante la acción o inacción limitativa sería 
que podría defenderse a través del proceso especial de amparo 
anteriormente valorado; algo que se debe repensar. Asimismo, 
con la disminución de las cifras para su promoción, y el estableci-
miento de mecanismos ágiles propiciaría su efectiva concreción 
y sería un medio garante para la preservación de la supremacía 
de la Constitución y contenidos especialmente protegidos como 
son los derechos y garantías.39 

Los ejemplos anteriores brindan argumentos para el perfec-
cionamiento del control político de constitucionalidad y de los 
implicados, lo cual no genera contradicción con los intereses y 
situaciones actuales. De ahí que se reitere la necesidad de vi-
siones integradoras entre el control de constitucionalidad para 
la defensa de la Constitución, cualquiera que se establezca y el 
aseguramiento de las garantías previstas para el disfrute de los 
derechos humanos.

II. Conclusiones

Con la ampliación de los derechos civiles, económico-sociales 
y de participación, es necesario que se reevalúe la efectiva ins-
trumentación de todos por igual. Todos ya son justiciables, los 
regulados en normativas ordinarias o en la letra mayor; y están 
previstas reglas y principios para la protección de los primeros y 
de la Constitución.

37	 Reglamento de la Asamblea Nacional del Poder Popular, de 18 de julio de 
1977, art.93, párrafo 2, (para este caso, concretado a 25 ciudadanos con el 
pleno goce de sus derechos civiles y políticos).

38	 Constitución de 2019, art. 80. g). Se ha de destacar que para la iniciativa 
legislativa se requiere la implicación de 10,000 personas en la solicitud, y 
50,000 para la iniciativa de reforma constitucional.

39	 Ibidem, arts. 226 y 228, estipula que, en caso de reforma parcial de dere-
chos y garantías, además del voto nominal de una mayoría no inferior a las 
dos terceras partes de los integrantes de la Asamblea Nacional, se requiere 
el voto favorable de la mayoría de los electores en referendo convocado al 
efecto.
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Aun con las valiosas novedades, no se tiene proceso constitu-
cional, específico, ni tampoco órgano de Justicia constitucional 
para ejercer el control con la finalidad de cuestionar las leyes 
y decisiones judiciales que afecten las garantías constitucionales 
genéricas o lo contenidos superiores, como tampoco los fallos 
judiciales tienen efectos erga omnes.

No se defiende un órgano que se imponga sobre el represen-
tativo, ni que genere mutación de la Constitución, pero sí que, a 
partir de esa necesaria apreciación de la Constitución como base 
y cima para la toma de decisiones y la creación normativa, em-
piece a nacer una jurisprudencia sobre la inaplicación y que de 
esa manera se sienten las pautas para una derogación ulterior por 
el legislativo o su órgano de representación permanente. Cierto 
que también se requiere de jueces activos como garantes y par-
ticipantes en el aseguramiento de la coherencia normativa y de-
cisional.

Consciente de que ninguna obra humana es perfecta, pero si 
perfectible; que las creaciones normativas y decisiones políticas 
tienen condicionamientos culturales y también objetivos. Pero, 
identificar lo que se ha logrado es importante y necesario, como 
también valorar posibles ajustes o cambios para estimular su ins-
trumentación y concretar lo que se consagró.

El texto de 2019 y sus contenidos, han supuesto un buen salto; 
pero lograr lo aprobado, hacer más eficaz jurídica y socialmente 
sus reglas, valores y principios, y que la letra constitucional im-
pere, no es algo de un día para otro. Se requiere, con la implica-
ción de todos, tener como guía lo que enunció nuestro José Martí, 
que la Constitución ha de ser una Ley viva y práctica.40
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